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Estados Unidos: «La ley del lugar. ~n que el contrato se ha celebrado ~s, 
generalmente hablando, la ley del contrato; pei:q los ~erechos de_Prefe✓ 
rencia no forman-parte del contratp: ellos son aJenos a él y constituye~ 
un 'privilegio personal, dependientes de la ley del lugar en que está si-
tuada la propiedad: 1 . . 

Por tales consideraciones, y de confor1mdad ~on lo pedid.o por el C. 
Fiscal, se declara: l'?, Que el Juez de 1~ Instancia de G_uan~Juato, ~.se!, 
competente para seguir conociendo del concurso especial h1pot~cano a 
las haciendas de «Santa Ana de Lobos• y la •Cebada,• pertenec1en~s á 
;o~ Bernabela Arriaga de Rubio é hijos, y que, en en c?nsecuenc1~, el' 
Juez 2'? de lo Civil de México, remitirá, todas sus actuac!?n~s relativas 
al juicio promovido por Antonio Bo~illa en rep~esentac1on de Lo:i-enzo .. 
Ceb_allos contra la expresada Sra. Arriaga de Rulilo. 2'?: Remi_tansc 1gt1¡al~ 
mente las·actuaciones que obran en esta Secretaria al menc10,nado ~u_e,z 
de 1~ Instancia de Guanajuato, con copia certificada ~e esta_ sehtenc1a,, 
y:c.opia de 1a misma sentencia al -Juez~ ~e -e~ta capital pa~~ los efec­
ios legales. Hágase saber y arehivese a su y-ert el Toc~--:--As1 por una­
nimidad de Totos lo, decretaron los CC. Pres1de1?-t~ y M1mst'ros ,que_ fo~­
maron la 1~ Sala del la Corte Suprema de-Just1c1a. de los Esta~os Um.-, 
dos Mexicanos y firmaron,..:...J. L. Vallarta1'-Ignacw M . .Alfa7?:-fTP,no.­
Yanuel .Alas.--.A. Martínez de Castro.--Miguel Blanco.-Enríque Lan-. 
da, secretario , _,.: 

NorA,-Esta .. ntenela se publicó en et FoM correspondiente ál día l! de Julio de 18T8· 
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AMPARO PEDIDO CONTRA AUTOS 
:PRONUNCIADOS POR EL PRESIDENTE DEL TRIBUNA'.L SUPERIOR 

DEL ESTADO DE PUEBLA. 

¿Es procedente el recurso de amparo contra sentmcias definitivas y atdos· 
_ inte, lorntorios de los Ttibtmµles romunes po, la inexacta aplicadón de la ley 
dvil? lnterp,etadón de la segunda parle del articulo 14 áe la Constitución. 

-.-
El C.-Antonio RosaltS, representado Por el Lic. Joaquín Valdez Caraveo, · 

¡iáió amparo al J1tez de Distrito de Pueóla contra la sentencia definitiva pro­
nunciadajJor-el Presidenle del T.ribunal Superior .de ese Estado en el juicio 
seruido ·enhe Wag11er y Levie11 de 1111a parte y Rosales y Ramirez de la otra, 
sob, e propiedad de un piano. El amparo se pidió ta'mbién contra el auto del 
mismo Fresi/ente, ett que desechó tena recusación que contra él s:e habla in­
ter¡mesto, y contra otro auto en que denegó el reettrso de nulidad. El juez· de- , 
Dtstrito concedió ef ampa,o. Llevado este negocio á conocimien/Q de la Su­
¡_rema· Co, te, fué dtscutido e;,:tensamente en las audiencias He los dfas 19 de­
J_unio, 8, 9 y 26 de j1dio de 1878, y el C. Val/arta, para sostener la improce~ 

' dencia del reawso, expuso las razones sig1tientes: 

Aunque en otra ocasión, y con motivo de otro juicio de amparo, he 
manifestado mis opiniones con respecto á la interpretación que deba 
tener la segunda parte del articulo 14 de la Constitución, como entonces 
no se trató -sino incidentalmente de la cuestión sobre la inteligencia que 
.se deba dar al precepto constitucional en la parte que previene que «las 
leyes sean exactamente aplicadas al hecho,• me creo hoy obligado á ex­
poner y fundar, t1111 ampliamente como es posible, esas mis opiniones 
sobre este punto. Considero gravisima· y de muy trascendentales con­
secuencias esta cuestión, y ta:nto por este motivo, eomo porque tengo el 
sentimiento de estar en desacuerdo con anteriores ejecutorias de la Cor­
te en esta materia, tendré que ser más eitenso de lo que quisiera, por­
que entiendo que no bab~é llenado todo mi deber sino cuando liaya di­
~ho la última palabra_ apoyando el voto que voy á dar en este ampa1·0. 

I 

Dije en la discusión del amparo promovido por el C. Marcelo Matns, 
que el art. 14 de la Constitución no se presentó por la comisión ni se apro­
bó por el Congreso como iin solo pensamiento, de tal modo que se co­
rrelacionaran !as partes de ese precepto entre si, formando un tod·o ho­
mogéneo. La Ycrdad histórica es pqr el contr.ario, que la primera parte 
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de aquel articulo constituía lo que era el 4? <le! proyecto de Constitu· 
cíón, y la segunda lo que fué el 26 del mismo..pro~·~cto. E} articu~o 4?, 
con notables supresiones, fué aprobado en 1~ sesi?.n de lo de ~ulio de 
1856, y el 26, esencialmente cambiado, no se discu~io y apr_~bó smo _has­
ta. el '>O de A<>'osto si"'uiente. La Comi!sión de estilo reumo despucs la. 
part;apMbada de esis dos artículos, formando con ellos lo que hoy es 
el 14 de l¡i. Constitución. Todos estos asertos los fundé en documentos 
públicos intachables. . . . ,. . 

En la díscu~ión del articulo 4? quedo reconocido q:ie le.~ 1 ~tr~a,tiva 
y le,¡ ex post facto son una misma cosa, y no se acepto la d11:;~mc1ó.n qu~ 
la Comisión establecia, refiriendo la primera. ~la ley_ r~troact1va)_ s?_lo a 
fo civil, y la segunda. (la ley ex post facto) 11. lo _cr-ii:mnal. Se ~1_e)? en 
consecuencia que diciéndose «No _se podri\ cxpc~u: mngun~ h~) ietro~c: 
tiva,n quedaba ampliamente sancionado _el prmc1p10 tutelar ~l~ 1~ no-r~ 
troactividad tic las leyes en ~odas matcr11\s, y por _tales n:,~tn:~s se des­

. echaron estas palabras con que terminaba el articulo -! .• 11m ex post 
facto ó que altere la naturaleza de los contratos. 1 . . . 

El ,i.rticulo 26 estaba colocado en el proyecto ele Co~s~1t_uc10~. e~tre 
los que establecen las <>'arantias ele los acusados en los JUICIOS cumma• 
les (artículos 24, 25, 27~28, ~te.) El,. sin embargo_, estaba r~da~tado_ en 
estos tél'minos: «Nadie podra ser privado dP._ la ,·ida, de la l~bertad o de 
la propieda<l, sino en virtud de scntenci:\d1ctada por autol'l~ac~ compe• 
tente y se,,.ún l::s formas expresamente fi1adits en la, ley Y e~~ctament_e 
aplic~das ;¡ caso. 2 El Congreso no quiso aceptar esa red~cc1on; n? q~i-
80 que entre los :n-tlculos que se ocupaban de las ga.rantrns ?º los ~cu­
sados se hablase de la propiedad; no quiso que lo civil e~tuv1ese suJeto 
á las ;.c.,.las de lo criminal, y la Comisión ttwo que r~tirar el articulo 
para pr~seniarlo en la misma sesion (20 d~ Agosto) reform~do en est?s 
términos, de acuerdo con Jas observaciones que se le hacia.u: '.' N~die 
puede sei juzo-ado ni sentenciado sino por leyes ~adas con ª?ter1ol'ldad 
al hecho y ex~ctamente aplicadas á él por el tnbunal previamente es-
tablecido por la. ley.'! 3 •• 

Si el articulo asi aprobado hubiera conservado la colocac10n que en 
el p1·ovecto tenia es decir, después del articulo 2-!, que esta~lec~.las 
rrarantlas del acu~ado en el juicio criminal (hoy 20 ele la. Const1tuc10n), 
después del 2p que previene que nadie puede ser juzgado dos veces po_r 
el mismo delito (hov 24 de la Constitución), naclié ni nunca habría _pod1-
c\o creer que ese articulo 26, del que se ~up~i.mi? la p3:labr~ propied~d 
mu,· intencionalmente, podría tener aphcac1on a lo c1v!l. ~~to m~ ~~re­
ce evidente. Pero el articulo en la. minu\a de la. Consht\l~l?n pei di? S?­
lu <>'ar se le colocó después del que era. 4? que abraza lo cml Y lo crimi­
nal s~ formó con él el 14 y de esa nueva colocación ha nacido, ":( n.o de 
otr~ parte, la pretensión de aplicarlo también á lo civ~l ! á lo cr1m1~al. 

Fijándose en las circunstancias de que he _he~~o mer1t_o, s~ _adqwere 
el convencimiento de que el Congreso restrmg10 la. aphca.c1on ele es\' 
articulo 26 á. solo lo ciiminal. Se trataba en esa parte del proyecto, de 
las <>'llrantias de los acusado!! y la razón de método, ya que no otras 
más"" graves, como de seguro 1'as h~y, exigia' qu~ no se hablasP. d~ pro­
piedad cuando se tra.taba de la vida y de la. libertad del hom~r e. La 
Comisión, que obraba impulsada por los más vivos deseos. de ac1~rto Y 
que oia las observaciones que se le hacían, no solo en la tnbun~ smo en 
lo confidencial, como yo tuve muchas veces la honra de hacerlo, co!"°­
prendió sin duda que la. vida y la libertall d~l hombre son más precio• 
sos derechos á los ojos de la. ley, que la propiedad, y que ellas son ~~re_e• 
<loras á más garantia3, si se puede hablar as!, que ésta: comprend10 sm 

1 lfut. del Conc- Constlturente, por Zaleo, tomo L !'á&· 695-
2 Antor y obra cit., tomo L 470. 
a Blst- del Ooug. Conat. por Zarco, tomo JI, I>ái• 188, 

29 
/ 

duda que exigir «la. exacta aplicación de la lcyn en lo civil, era senta1• 
un principio ·subversivo del orden social, destructor de" la propiedad 
misma, y principio condenado por toc!as las legislaciones de los países 
cultos, y no solo se conformó con suprimir esa palabra «propiedad" del 
articulo, para referirlo solo á lo criminal, sino que hasta. le dió una 
redacción que no puede extender.se á. lo civil, sino forzando aun el sen­
tido de las palabras. 

En efet'to, el pronombre «nadie" con que comienza el articulo se re­
fiere siempre lt las personas y nunca á las cosas: la frase de «juz:,.ado y 
sentenciado" de que se sirve, en el lenguaje forense solo se usa h"a.blán­
dose do causas criminales, y aun en estilo vulgar naclie dice que es ál­
gnien juzgado y sentenciado por acciones civiles, sino poi· taló cual de­
lito. Y las palabras finales del articulo «por el tl'ibunal previamente es­
tablecido por la ley,11 se refieren con tal evidencia solo á lo criminal que 
exter.derlas a. lo civil, seria traspasar los limites de lo absurdo para 
llegar á lo ridiculo. · Porque bien se concibe que esta condición que 
la ley exige, pueda satisfacerse en los procesos criminales, puesto que 
ningún delito tan antiguo puede juzgarse, sqbre todo teniendo pre­
sentes las reg-las de la prescripción, que fuera necesario resucitar un 
tribunal de imposible vida; pero tratándose de una accióu civil qu.e ha­
ya nacido hace cien afio¡, por ejemplo, como sucedía en el juicio de 
amparo del Sr. Matus, ¿A quién podría. ocurrirsele que se llamara al sub­
delegado español para que, como tribu u al p1·eviamente . establecido al 
hecho, jiizga.9e y sentenciase á esa acción? ¡Juzga1· y sentenciar una ac­
ción! ¿Permito siquiera el idioma esa construcción, para entender el 
precepto constitucional en el sentido de aplicarse á las acciones civi-
les? · 

Todas t;stas consideraciones que muy superficialmente indiqué cuan­
do se trató del amparo del S1·. Matus, consideraciones tomadas de la 
discusión de esos preceptos constitucionales, que la Comisión de estilo 

. reunió para formar el articulo 14 de la Constitución, me hicieron desde 
r entonces concluir, asegurando que: «la parte segunda de ese articulo 
ee refiere solo {i los juicios criminales y no tiene aplicación en los ci-
viles.» 

II . 

La defensa·de mis opiniones me obliga a. llevar la. cuestión de intet·­
pretación de ese precepto constitucional, al terreno científico que le 
p~rtenece. Acabo de t..lecil· que exigit' «la exacta aplicación de la ley 
civil al hecho," e¡¡ sentar un principio subversivo del orden social, des­
trnctor de la propiedad misma y condenado por las legislaciones de los 
países cultos. Tócame demostrar este aserto con tanta mayor razón, 
cuanto que me he fundado en él para creer que ese fué sin duda el mo­
ti V() principal que tuvo la Comisión para suprimir la palabra «propie­
dad" en la nueva redacción del articulo, y expresar éste en términos ta­
les que no pudiera aplicarse el precepto constitucional más que ,. los 
negocios criminales. Además, demostrando aquel aserto hnbré conse­
guido un doble objeto: corno una de las reglas de interpretación de las 
leyes es entenclerla,S en un sentido que no conduzcan al absurdo, en un 
sentido que no choquen con otros preceptos del mismo legislador, des• 
<le el momento que quede comprobado que la. interpretación que' com­
bato sanciona aquel principio subversivo del orden social, quedará es­
tablecida poi· una doble a1·g11menta.ción la inteligencia de la segunda 
parte del articulo 14 constitucional. . 

Desde la legislación romana hasta nuestro moderno Código Civil, 
todas las legislaciones reconocen la. insuficiencia de la ley civil para 
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·preveer y expresar todos los casos posibles, y proclaman la necesidad de 
la interpretación judicial como medio inexcusable de suplir las omisio­
nes del legislador. Apreciando ~l altísimo interé~ sochi,I de que ning·ún 
pleito quede sin fallo por falta de una. ley exactamente aplicable al ca­
.~o, hau encontrado la salvación de ese interés en la interpretación j u­
dicial, que faculta á los tribunale¡¡ pa~-a resolver los litigios, aun cuan­
do no haya ley que á ellos pueda aplicarse con exactitud. 

ccQuod legibus omissum cst, decía una ley romana, non omittetur re­
ligionc judicatium;n y otra «Prretor supplet in eo qµod legi deest.» 1 E l 
articulo 20 de nuestro Código Civil previene que: «cuando n o se 1meda 
decidir una controversia judicial, ni por el texto, ni por el' sentido na­
iural ó espirip.1 de la ley, deberá decidir1;e según los principios genera­
les de Derecho, tomándose en consideración las circunstancias del ca­
so.» El Código italiano. promulgado en 18G~ y reputado con justicia co­
mo uuo de los más sabios de los países cultos, reconoce en términos ex­
plícitos la imposibilidad de la aplicación C'stricta de la.ley civil y sancio­
na la necesidad de la interpretación judicial. La segunda parte de su 

· articulo 3. 0 <líce esto: <iQualora una controversia ·non si possa decidere 
con 1ma pl'ecisa disposizione di legge, si avrá rignardo alle disposizio- · 
ni cbe regolano casi simili ó materie analoghe: orn il caso rímanga tut­
ta,ia dubbío, si deciderá secundb i principií gcnerali di cliritto.n El ar­
ticulo 4. 0 del Código francés llega hasta ·prevenir que: <\Le juge qui r e-. 
fusci'a de juger sous protexte du silence, de l'obscurité ou de l'in¡;uffi­
i,ance ele la loi, pourra é.tre poursuivi comme coupable du deni de jus­
tice.n l" uno de sus comentadores hace esla. observación d.e irresistible 
evidencia: «Nul ne peut, dans une sociéte policée, se faire justice a. soi: 
m éme. Mais pour que cette maxime sur laquelle repose l'ordre publi­
que, soít équítable et obéie, il faut que toute :Contestation soít 1·ésolue 
par les magistrats.n 2 Iguales ó semejav•e~ disposiciones contienen el 
articulo 13 iiel Código de Holanda, el 7 u~ Austria, etc., etc. 

Hay una legislaciór. e'uropea, que más que las que he citado, me ser- , 
virá para fijar la Yerdadera intelígencía de nuestro precepto consti­
tucional, porque ella nos reYela la razón y el alcance !de ese precepto, y 
esa le6,;slación por su sabiduría merece también todos nuestros respe­
tos. Hablo de la legislación inglesa, que no discrepa en cuanto al pun• 
to en cxámen de las otras legislaciones europeas, sino que, como ellas, 
1·ccouoce la imposibilidad de la apliéación estricta de la ley civil al ca­
so, y proclama la necesidad de la interpretación judicial. Tengo que fi­
jarme cu la ley inglesa más que en ninguna otra, porque, lo repito, esa. 
ley nos rernla la razón filosófica de nuestro precepto constitucional, en• 
cerrándolo en cierto limite para que no llegue á consecuencias absurdas. 

Yor, vues, ante todo, á probar que la. ley inglesa acepta los principios 
que aca).)amos de ver proclamados en otras legislaciones. Bl¡iekStone, 
el ilustre conientador de esa ley, dirá mejor que yo lo que la. jurispru­
dencia. inglesa enseña sobre esta materia¡ habla así ese autor: «In ge­
neral law ali cases cannot be foresecn. or if foreseen, caunotbe expres­
¡;cd: some will arise that will fall withíu the meaníng, though uot wit­
hin the '\rords of legislator, and others which may fall wíthín, the letter, 
mal be contrary to his 111eani11g, though not expressly excepted. 
.... . . ............ These, the n, are the cases which, as Grotius savs,lex 

'non e.x;acte definit, sed arbitrio bo11i vi ·i permittit.» 3 Con palabras ni'ás 
explícitas no se puede reconocer la insuficiencia de la ley civil mús per­
fecta, proclamai· la ineludible necesidad de la interpretación judicial; 
.cou!'c:;ar que cu materia cíYil no ·puede haber exacta aplicación du hi 

·1 Leyes ti, tít V. lib. 19 y 13, tít, V, lib- 23 D. 
2 Domolorube-Cours de Code-Napaleóu, tow. I. ¡,ág, 135-
3 Blac'.cs¼:ie.- Cotn, o:i law Of J<;ngland.- Book III, ¡,,;;¡. 4..":l ond 3J.-Ld. o! Sh~m cod- Phi!, 
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JeY, y aceptar, en fin, estos mismos principios de las legi~laciones de 
otros países. · 

Estableciendo el mismo Blackstone, las reglas de interpretación de 
las leyes civiles, enseña esta doctrina: «From this method of i~terpre· 
ting laws by the reason of' t.hem, arises wbat we call equity, which is 
thus clefined by Grotius «the correctíon of that wherein in law, by rea­
son of its universa!ity, is deficient.» For sínce in laws all cases cannot 
be foreseen or expressed, ít i~ necessary that, whcn the general decrees 
of the law come to be applied to particular cases there should.be sorne• 
where a power vested of.defining those cases (nótense bien estas pala­
bTas) wbicb, bad tbey been ot reseen, the legislator himself would bave 
expressed.n 1 Sin ese poder que Blackstone encuentra en el juez, la so• 
ciedad se desquicíaria. á falta de administración ele justicia, supuesto 
que- ulex non exacte definitn todos los casos posibles. · 

El brevísimo estudio comparativo que acabo de hacer de las legisla• 
cíones que he citado, prueba con evidencia que la teoría de la exactá 
aplicación de la ley civil á los casos ocurrentes, es una teoría reproba• 
da por las legislaciones más respetables de los paises cultos: que esa 
teoría .es subversirn clel orden público, porque con ella.muchos litigios 
quedarían 6iri fallo, por falta de ley aplicable á ellos: que los derechos 
civiles, la propiedad misma, quedarían inseguros desde el inomentoqúe 
á la acción de los ttibunales que, por falta de ley no estarían expeditos 
para administrar justicia, se sustituyera la violencia individual en la 
reclamación de esos der~cbos. Y todas esas legislaciones, incluyendo 
en ella la inglesa, reconocen y sancionan 11)1 principio contrario, es de­
cir, el de la interpretación judicial, el que reconoce que supuesto que no 
siempre lex exacte clefinit, y es imposible que lo haga, es también im­
posible que tenga síem]Jl'e una aplicación exacta en materia civil. 

III 

Para que mi estudio sea completo y para que él alcance los fines que 
me propongo, necesito ahora. ver lo que las legislaciones extranjeras 
han establecido sobre la estricta aplicación de la ley penal al hecho. Si 
en materia civil esta aplicación es imposible, absurda, subversiva, nece• 
sitamos hoy examinar lo que en materia penal suceda. 

Ni t}l articulo 4. 0 del Código penal , ni el 364 del de instrucción cri­
minal de Francia, ni el 4. 0 del de Italia, tan sábi,o como él es, ni otra 
legislación europea que yo conozca, con excepción de la inglesa., han 
sancionado en toda su extensión y con todas sus consecuencias, el prin­
cipio de la estricta aplicación de la ley penal al hecho. Es una gloria 
exclusiva de Inglatena, del país clásico ele la libertad civil, en. gracia 
de los derechos naturales del hombre, de' su vida, de su libertad , haber 
desde remota época sancionado aquel principio, que hoy el progreso 
científico del derecho •penal impone i~ t(ldos los países cultos, y princi­
pio que estos comienzan á reconocer. l\Ie fijaré po1· esto de preferencia 
en la ley inglesa, por ser la única que puede guiarme en el estudio que 
estoY haciendo. 

Los ingleses no adn1iten interpretación alguna de la ley penal, sino 
que exigen que el1a sea exacta, estricta, literalmente aplicada al hecho. 
Para establecer esta única excepción del p1iucípio que reconoce la ne­
cesidad de la intei·pretación judicial, tuvieron razones que hoy en el es­
tado de adelanto que ha alcanzado la ciencia soqial, ya nadie disputa, 
estimándose esa excepción como una preciosa conquista, La vida, la li· 

l Ob, cit,, vol, 1, o, sec- JI. ,r,g. 61. 

.. 
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l)ertad dol hombre, dice la jtU·isprudencia ·inglesa, 110 pueden estar su­
jetas al arbitrio, al capricho de un juez: la impunidad de un criminal ei.. 
prefcl'ible al poder discrecional del juez, trl!,tándose de aquellos dere­
chos naturales del hombre: si la ley penal omite un caso, aunque sea de 
mayor gravedad que el expresado, él no queda comprendido en ella· 
por ninguna regla de interpretación: en gracia de la vida y de la liber­
tad del hombre, la ley penal se aplica exacta y literalmente. He aquí 
en compendio las razones de la ley inglesa, para esta.bleccr la excepción 
de que hablé. 

Juzgo necesario fundar estas aserciones en la autoridad dejuriscon-
snltos ingleses; oigamos á Blackstone: uPenal .~tatutes must be cons­
trued strictly. Thus the statute 1 Edw. VI. c. 12 having enacted that 
thoso who are convicted of stealing hol'ses, sbould not have the benc­
fit of cler0 y, 1 the judges conceiYed that this shouhl not extend to him 
that shouf d steal but one horse, and therefore procured n new act for 
that purpose in the following year. And, to come nearer our own times, 
by tbe statute 14 Geo Il, c. 6 stealing sheep or other cattle, was made 
felony without benefit of elergy. But thcse general words «01· other 
cattle» being looked upon as much to loose to create a capital offeucc, 
the act wns held to extend to nothing lJUt mere sh~ep. And thereforc in 
the next sessions it -was found necessarv to mako another stalute 15 
Geo. II, c. 3-1, cxtending the former to btills, cows, oxcn,steers, bullocks, 
hcifers, calves, and lmnbs, by name. 2 

El anotador de Blackstone dice sobre estas teorías lo siguicte: ul t 
was one of the laws of the t•lve tables of Rome that whenever thcre 
was a. question hetween libertt and slasery, the presumption sbould l>e 
on thc side of liberty. This excellent principle our law has adopted in 
the construction of penal statutes, for whenever any ambiguity arises 
in a statute' introducing a new penalty or punishment, the decission 
shall be on the sidc of lenity or merey, or in faYour of natu_ral right and 
liberty, or in other words the dcci~sion shall be according to the sfrict 
letter in favour of the subjects . . . . .. . . . . And it is more consonant to 
principies of liberty that the judge sholild acquit whom the legislator 
intended to punish, than that he should punish whom the legislator in­
tended to discharge with impunity. 3 

Los autores españoles que han estudiado la ley inglesa, han notado 
y aun censurado la rigidez de la máxima que me ocupa. uLos ingleses, 
dice Garcia Goyena, no admiten la interpretación extensiva en materia 
penal, aunque el caso omitido en la ley, sea de mayor ~ravedad que el 
expresado, y por hnir de lo arbitrario.han caído en lo ridículo y Rbsm-• 
do. El casado con tres mujeres no se reputó comprendido en la ley que 
castigaba al bi.,.amo.• • 

La seTeridai de esa máxima que excluye toda interpretación en la 
ley penal, exigiendo su estricta y literal aplicación, no conduce al ridi· 
culo, sino que protege la libertad, la vida del hombre. No es absurda, 
sino eminentemente humanitaria la máxima de que es mejor que el juez 

, absuelva á quien el legislador intentaba casti~ar, que el que castigue á 
quien el mismo legislador intentó absolver. Por esto los jueces ingleses 
no aplican al ladrón de un caballo la penn. fulminada contra el ladrón 
de varios caballos; por esto al polígamo no se le juzga como al bígamo. 

Por lo 4.ue hasta aqui he dicho, creo que queda demostrado que la 
razón filosofica de la máxima inglesa uaplicaci6n estricta de la ley al 
hecho,n no es otrn que el respeto á la vida y á la libertad humanas, razón 

1 Antiguo ¡,ri, iJeglo que est.ablecla una espeele de fuero en fu, or ,le )(IS clérigos ln caau ,la delilo 
c111c desp11ós lué e~tendldo áloe lego, y qu~ •e derog6 al f npor 11v estatclo de Geo-YI. B111,iJ·s1awDlc­
t1onary ~erb. "Benet~\ ol cler¡y." 

2 Blacbtone. obr, cit. I aec. II, pág. 87. , 
3 Crlstian. Not. 30-loe· cit. p.\g. 88- · 
4 G~rcia Oo1ena, Cod. criminal espailol, ti~-I. núm• 14, 

,. 
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poderosa en dcmasi:t para establecer esa ex.cepclón en frente del prin• 
cipio que todas las legislaciones reconocen de la necesid~d de suplú; ,la 
oscuridad, la insuficiencia y aun la falta de la lcr con la 111terpretac1ou 

judidnl. 

IV 

Decia antes que una de las reglas de la interpretación de las leyes 
es darles In inteligencia que cuadre á las intenciones del legislador, Y 
no la que conduzca á un absurdo manifiesto ó _que ~~oque c~n otros 
preceptos del mismo legislador. Estamos ya en situac1on de aplicar esa 
regla nl articulo 14 de la Constitución. • 

¿Puede suponerse que el Congreso constituyente quisiera con ple1,1a 
CQncicncin eri.,.ir en principio el absurdo condenado por tod~s las l~g1S· 
laciones, de q;e la ter civil no se interpreta, sino que se aphc~ estricta­
mente? ¿O se puede pensnr siquier~ q~e ese Conwes~ fué tan ignorante 
que no conoci11 ni las máximas de Junspr~de?c~a umversal; qu_e no sa­
bia ni aprccia1· las consecuencias de los prrnc1p1os que rccono~~a? Muy 
gratuitamente calumniarla á. ese Congreso qmen t~l.es _cosas d1Jera. ~o, 
él no quiso más que aceptar y consagrar la excepc1011 mgl~~a de u? _m­
terpretación, de aplic:teión exacta de _la ler pen~l, ~xc~pc1on a~m1!1d!" 
también en los Estados Unidos, cuyas hberales mstituc1ones quiso 1m1-
tar, como es bien sabido. . . . 

Bastaría esta razón que acabo de md1cRr para persuadirse de que el 
Congrc.~o jama8 quiso hacer que la excep_ción oc~par~ _el lugar del 
principio. Prescindiendo de todo lo que_paso en 1~ dt~~uswn del ~~·ticu• 
lo· do su colocación entre los que solo tienen aphcac1on en mate11a pe­
n~l; de la supl'esión de la palab~a •propieda~.,n etc..; prescindiendo de 
todo eso, suponiendo que el cambio de redacc1?0 del artl_culo 26 del pro• 
yecto nada signifique. bastarla alegar 1~ razon, el_ motivo de la ley, á. 
11aber, implantar entre nosotros una tnáx1ma a~er1.cana, pro~e~tora de 
la vida y libertad del hombre y derivada de ln Jm1spr~de~c1a mglesa, 
para no pretender ahora interpretar el precep_to con.s~1tuc1onal en un 
sentido que es la negación _de las teorías ~mer1~na a inglesa á la vez. 

Pero haciendo abstraccion de esas cons1derac1on1:5, t~nemos do~ ca­
minos que seguir cu In aplicación del precepto co~st1tuc101;1al, .s~g!ln la 
interpretación que se le dti. Si se entiende en sentido ampl~o 61bm1tado 
y se sostiene que la aplicación de todas las ley11s, tau to civiles romo pe­
nales debe ser exacta. al hecho que se juzga, ya sabemos á dó?~e no_s 
cond~ce esa teoria. Esto y la i';lsuticiencia ineYi_t~b)e de la ley civil obh· 
gada á los tribunales á dejar s111 fallo muchos ht1g1os, tod~s aquellos en 
que, según la expresión de Grocio, lex non ~act~ ~efi,nit; ~ desde ~l 
momento en que así suceda, cRda cual se hara 1ust1c1a á si .m1~mo, poi -
que el principio contrario y sobre el qu_e .r.eposa el o~den pu~hco. <:omo 
lo dice Demolombe, exige como cond1c1on necesaria de eX1st~nc1a ~l 
que todo pleito sea fallado por los Magistrados. Y no se.necesita decir 
que luego que la yiolencia individual ree~~laza á la ~cc1ón de la auio­
ridad, la propiedad y todos los derechos cmles, la soc1ell11d y todos los 
grandes intereses que representa, se _hu?d~n en el. ca~s. No es fuera.del 
caso observar que si nsi se cree segmr, _1m1ta1· las mstituclones amer1ca• 
nas las teorias inO'lesas no se ha.ce m11,s que negarlas, porque en esos 
·lib¡rales paises es:s abs~rdas teorías jamás han tenido cab~da._. . 

Pero si el precepto constitucional se toma, no como pr1nc1p10 ~~so­
Juto, sino como excepción de él; si reconociénd!)se .9ue las leyes c1v1les 
no pueden 8iempre y en todos casos tener ap)1cac1ón ~xacta, -Y q~.e eu 
ellas se necesita por tanto el recurso supletorio de la mterpret~c1on, Y 
Be restringe para la ley penal esa excepción que reclaman y exigen los 
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oerech~s del hom?re, entonces _llegamos á un extremo diametralmente 
~o~~r~rio. Los trib~nales estarán sieinpre expQditos para administrar 
JUS!icia, y nun~a, m la ¡falta de la ley civil, ocasionar{¡, que nn svlo 
P!e~t.o quede si!l fallo. La violencia plivada no prevalecerá sobre la 
~cc10n de los tribunal~s, ! _la sociedad seguirá tranquila descansando 
3; la ~ombr_a de esto~ prmcipios. Y en materia penal la excepción o-aran­
t\zara !ª vi~a y la libertad humanas de la arbitrariedad judicial, garan­
tia vah~sisi!'1a rara los países en que los derechos del hombre son base 
de las instituciones sociales; no siguiéndose de tan inestimabte bien 
más q?-e el mal transitorio de que un criminal <¡uede impune y mal q¡t~ 
el leg!slador puede luego remediar corrig'iendo la ley. Tarribien es de 
necesida~ obse_rvar que, adoptando estas teorías, se imitan las de los Es• 
tados Uindos e Inglaterra, y se goza en México de las o-arantias que 
esos pueblo~ han establ~cido en favor dfl los acu~ados. Ah<fi·a bien· ¿cuM 
d_e esas dos mterpretac10nes es la que apoya la razón? No es ya n~cesa­
rio contes.tar ~sa preg_unt~ cuando está vista la cuestión en toda su luz. 

. Pero _si es msostem hle mterpretar la ley en el sentido de que su in­
teligencia conduzca al absurdo, incalíficable es la pretensión de enten• 
. d~rla en 1!-n sentido q\le choque 'directamente con -otras palabras del 
mismo leg•slador. · 

Y esto s~ee~~ en mi~stro caso. Hay preceptos expresos, terminantes 
en fa,_ C_onstitucion, que condenan la teoría de la aplicación exacta de Ja 
ley civil en todos casos, porque reprueban las consecuencias inmediatas 
nacesarías de tal teoría; las de que queden sin fallo los pleitos para lo~ 
que no haya; u_na ley exacta.n~ente aplicable; las de que en esos casos, · 
~u~ en la practica son muclnsimos, se niegue la administración de jus­
t1c1a_. ~I articulo 17 de la Constitución es el precépto que condena esa 
teona y esas sus consecuencias. •Nadie puede ejercer violencia parn 
reclam~r ~u dere~ho,n y para que ~sta máxima, sobre la que descansa eJ 
orden social, sea obedecida, repetiré con Demolombe nuestra Jev aña­
d~: •~os . tribunales estarán siempre expeditos para ~dmínistrat~ justi• 
c1a:n siempre exped)tos, sin qu~ !ª f~lta de una ley que defina exacta-
11?-entc el caso. parabzase su accion; sm que el articulo 14 quede violado 
si en I~gar de exacta aplicación de la ley -civil, resuelven el litigio, ape~ 
l~ndo a las q~e ~(: _ocupan de casos ll.nnlogos, como dice el Códig·o ita­
liano; ~ los pnn_c1pios general(>s de derecho, como lo manda el nuestro. 

Hay, pt~es. !~rec~ncilíable con!radiccíón entre los artículos 14 y 17 
de la Constit?c1on, s1 aquel se entiende en el amplio sentido que he es­
tado combatiendo. Y como no es po~ible i.magiuar que en una misma 
l~y haya esa pugn11 entre sus preceptos, y la regla: de interpretación nos 
dice que la l~y se debe e~1tender en el sentido en que sus .mandatos ná 
sean contrnnos los unos a los otros, tengo, sobre las razones que he ex­
pues_to _Para cree~ que la segunda parte del articulo 14 se refiere solo á, 
lo cr1m!nal, la de q'ue solo esa inteligencia reconcilia ese precepto con el 
del articulo 17. · 

V 

. ~ás fun~ai:o,entos constit_ucion~les puedo presentar en apoyo de mis 
opm1ones. El ilustrado presidente del tribunal de Puebla ha dicho con in­
negable exactitud, que si el repetido articulo 14 tuviera la intelio-encia 
que se l!a dado en el presente amparo, la soberanía de los Esttdos se 
<14?nvertufa en una solemne mentira, y la inmensa absorción de la admi­
mstración de la justicia local por los tribunales federales lleo-aria á ser 
tan mon~~ruosa, que desquiciaría el régimen político que la C~nstitución 
establecio. 
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Después que la ciencia nos ha demostrado que la teol'ia de aplicación 
exacta de la ley civil á to~os IQs casos posibles es una teoria subversiva 
del orde11 social, no hay que extraíiar·que ella derrumbe tambi~ nues• 
tras instituciones. Pero amigo ~·o, y muy sincero, de la soberania de los 
Estados, cuya causa más Lle una vez he tenido la honra de defender, no 
puedo dejar de tocar este punto, siquiera porque él es oti·a prueba aca­
bada de que aquel articulo 14 no se puede e1'tender en un sentido con­
trario, no y a á un precepto aislado de la Constitución, sino á todo el pensa­
miento politir.o que presidió á la formación de nuesti·a ley fundamental. 

Si so pretexto de juzgar sí una ley civil estáó no exactamente aplicada 
á un caso,f'uera licito li. los ritbunales federales revisar los procedimientos 
de los jueces locales, bastaría la demanda más temeraria de un litigante 
pidiendo esa revisión con el nombre de amparo, 'Rara que se abriera lue• 
_go el juicio que hubiera de decidir de la aplicación exacta ó inexacta do 
la ley al hecho, y esto no solo_ tratándose de sentencias definiti\·as, sino 
hasta de autos de mero tn\mite . 

,Porque si la. aplicación inexacta de la le~· civil á ,ilücio del quejoso 
.autoriza el amparo, éste puede invocarse no solo cuando se trate de eje­
cutorias, sh10 hasta de· las providencin;s- mera.mente ínterloeutorj,lSj así 
pedir,a amparo el que no obtuvo sentencia favorllhle en el juicio, lo mis­
mo que el-que interpone el recurso de nulidad y se le níeg·a, el que re• 
cusa y no consigue su intento, el que pide un término~- no lo obtiene, el 
que solicita un traslado y no se le da, el que resiste la entrega de auto~ 
en P.l caso de rebeldía, el que no quiere reconocer una füma ó declarar 
en j;uicio, etc., etc. . 

Quien crea.. que en estos temores hay exageración, que lea los aütos 
del juicio de amparo que nos ocupa; t:l da testimonio de que no solo se 
pretende la revisión de uua ejecutoria, sino iiun de autos intel'locutorios 

No se necesita decir más para ver con evidencia c.ómo en rnmejame 
-sist<ima la.indepen(lencia dél poder judicial de. lo¡¡ Estados llega á ser 
una SI\Ugrienta burla. Y, destino común de todo sistema vicioso, ¡esa in- · 
dependencia que entreuosotros han respetado hasta las tiranías más omi· 
nosas, muero á los golpes <¡ue se Je dirigen en nombre de la Constitu­
ción más liberal de México! 

Y no se djga_•que hasta ese oxfremo llega ésta en su espiritu liberal 
y en respetQ de las gnl'antias individuales, porque me pal'ece insosteni­
ble á toda1;1 luces que la inexacta aplicación. la infracción, si se quiere, 
de la le~' civil, ·constituya siempre la violación de una garan~ia in 1ivi­
dual. ¿,Habrá quién seriamente quiera sostenel' que la denegación de un 
traslado. de una apelación, es la ,·iolación de alguno de los derechos na­
turales del hombre, que son antel'iores á toda ley escrita? Y seria preci• 

·So demostral' m1tes ese verda~ro absurdo, para dedu1:h· de ello -4ue has­
ta la índ!lpendencia de los tribunal0s de los Estndos debe sacl'ificarse 
_aun á una cuestión de procedimiento~ pl'ornovida por la infracdón de 
una ley civil. · 

La soberanía de los Estados está r estringida, es cierto, por la Cons­
·titución; pero las facultades que iL los poderes federales no están expr~­
.samento concedidas, se entienden reservadas á los Estados. 1 Se necesi­
ta, pues, un texto t'-xpreso que conceda una facultad determinada, para 
que ésta se pueda llamar propia de los poderes federales. ¿.Y cuál es ese • 

· texto que autoriza ·al Poder Judicial de la Federación para examin.a1· la 
fol'ma ó el l'onfo d-e una causa civil de la competencia de los tribunales 
locales? No lo hay. En Jo criminal, por .el contrario, existen text?s 9-ue 
facultan á aquellos para juzgar por la vía de amparo de los proccdir~ien-

. tos del-juez local en cualquier esta,do del proceso; 2 que los auton~an 
__ para inquirir si el auto de prisión esti1 pronunciado ú. su tiempo_; 3 si be 

1 Art:111.de la Constitución, 
2 Art. IS de i<lem. 
3 Art, 19 de ideru, 
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decreta una prisión por deuda civil; 1 si se imponen penas inusitadas ó 
trascendentales; 2 si se juzga dos veces poi· el mismo delito, 3 'etc., etc. 
?,' en todos ~stos casos, ya se trate de sentencias definitivas, ya de autos 
mterlocutor1os, el ampinro es procedente y la soberanía de los Estados­
no se lastima, porque hay textos expresos en la Constitución que facul­
tan al Poder Judicial federal para ingerirse bajo ciertas. condiciones en 
la adrninistr~ción de la jt~s?cia criminal de los Estados; pero no putlde 
suceder lo mismo en lo c1nl desde el momento que falta un texto ex­
preso constitucional que conceda ig·ualcs facultades. La razón de dife­
rencia la da el articulo 117. 

El presidente del tribunal de Puebla ha dicho una verdad innegable · 
cua11do ha asegurado que seria imposible esa inmensa absorción de la 
administración de justicia local por los tribunales federales, si la inexac­
t~ aplicación de la ley motivara un amparo. Esa verdad se palpa te- • 
mendo so_lo p~esente que no hay litigante, aun de la mejor fe, que pier­
da su pleito, o que no obtenga durante su curso una providencia al gus­
to de su opinión ó de su interés, que no se queje de la injusticia del juez . 
): 9.ue no crea que se aplicaron a. S1' caso leyes inadecuadas. Todos los . 
litigantes de buena fe descontentos y todos los de mala que siempre · 
lm~ca~ ~st?rbos r~ )a ad!Ilinistración de justicia, Yendrian en tropel ante 
~a Justicia federal u. pedir ampnro contra sentencias y autos de todos los. 
Jueces ~e ~os ~~tado~. Y co1!1o cada auto podría engendrar un amparo, 
cnda JU1c10 c1v1l sena un germen fecundo de amparos para los litigantes 
de mala fé! ..... . ¿Es posible esa mon~trnosisim11 abs9rció11 de la justicia-
loct1,l? ¿Seria posible en ese sistema que solc, un juicio ci\·il concluyera 
algún dia? ..... . 

Si hast_a hoy esta Suprema Corte y cada Juzgado de Distrito nÓ est:'Ln 
asediados de litigantes descontentos, pidiendo amparo contra los proce­
dimientos de los jueces locales, es ello debido á que no está reputado co­
mo licito ese recurso en. los casos de que hablo, y se temen las penas de 
la ley contra los amparos temerarios; pero el dia que quedara consagra­
da como teoría constitucional, y ojalá. que jamás suceda, que es permiti­
do el recurso de amparo en negocios civiles por mala aplicación de la 
ley, ni la Corte podría re,er, aunque otl'a cosa no hiciera, todas las eau­
sas civiles que á ella vinieran, ni los tribunales locales serian ya inde­
pendientes, ni la administración de justicia 1,erla posible. Lo 1·epito: vo, 
n_o creo, no es posible ni imaginarlo, que el Congreso .c<'nstituyente san­
cionara en él articulo 14 una teoría que tu,·iera estas ábsurdas, mons­
trnosísimas consecuencias. 

Hondamente preocupado por ellas, he creído que no llenaría ml de­
ber sino e;xpo~1iendo .todas mis razones p~ra no aceptar la interpretación. 
qu~, aun en eJecutonas de la. Corte, se ba dado á aquel precepto consti­
tu,c1onal. Hoy que lo he hecho con una extensión que me será dispen­
sada, sin duda., en gracia de la import1mcia del asunto; hoy: que los mo­
tiv_os revelados en la discusión del articulo, sus palabras, la colocación 
que tenia en el proyecto de Constitución, el origen histórico de la máxi­
ma que sanciona, su razón filosófica, el espíritu del legislador manifesta­
do claramente en otros preceptos de la Constitución; ho~· que todas esas 
consideraciones poderosísimas de por si aisladamente, decish·as en su 
conjunto, cooperan á establecer la recta y verdadera inteligencia de la 
segunda parte del articulo 14, creo que he hecho cuanto me ha sido da­
?ie, no ya para sostener mis opinion(;ls, sino para combatir lo que á mi 
Juicio es una mala inteligencia de los preceptos constitucionales. Puedo.­
yo por equivocación emu·, y yo el primero confieso mi insuficiencia; pe­
ro tengo sobre la cuestión que he analizado, conYicciones tan pi-ofun--

1 Art-·17 de la Constitución, 
2 Art 122 do ídem. 
3 Art- 2t d e lclcm, 
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das que llego á temer que el mismo recurso de amparo, institución la 
ron~ preciosa para las Pnra1:tias individuales, caiga ei:i completo de~pres­
tigio entre nosotros, s1 se sigue usando para combata· los fines nusmos 
que el legislador co1~stituyeute se propuso. 

VI 

Expuestas mis opiniones sobre la interpretación del texto coustitucio• 
na!, no me resta ya más que aplicarlo, tal como yo lo entiendo, ~l ~mpa· 
1·0 promovido por el Lic. Yaldés Caraveo contra i?s proced1m!entos 
del presidente del Tribunal de Puebla, y fundar m1 Yoto negativo en 
ese amparo. . . . . 

Basta que él se baya demandado por la mexacta aphcac1on de la ley 
civil, para que yo lo niegue, por los fundamentos que he expuesto ya; 
pero el' análi5is de ese amparo nos proba\'\!, que ª1!-nque el articulo con_s­
titucional tuviera la inteligencia que le da el qucJoso, ese recurso sena 
completamente improcedente. . . . . 

Por tres capitulo~ está pedido: 1'.' , porque en la eJecutoria se aplican. 
al hecho los artículos del Código ci,·il que se refieren á la venta condicio­
nal y á la enajenación de cosa ajena (arts. 1,-151, 2,958 y 2,959),_ cua11d~ 
)a ley exncta es la. que se ocupa dt prescripción de cosa mn~ble co~pra­
da en pla;r,a púb_lica á mercader que nego_ci~ en cosn.s c,cl 1msL?~ _genero, 
Y de la resolucion del contrato por cumplumento de una cond1c10n.(nrts. 
i,199 y 1,468). 2~, porque no se admitió una recusación interp_uesta co~­
t1·a el Maiistrado la víspera del dia de la s~~ncia, qu~l:¡rantandosc, dJ. 
ce el 'lUeJoso, con esto, las leyes de proced~m1ento_s; y 3~, porq~e no se 
admitió un recurso de nulidad contra la eJecutona y no se qmso expe­
dir el certi.ficado de su denegación. 

Mucho se ha escrito sobre ca.da uno de esos fundamentos del amparo 
solicitado. Sin entrar yo en' la discusión de las cuestiones civiles que se 
han estado tratando eifeste juicio, porque creo que esa discusión es­
tá prohibida á los tribunales federales, rne voy á limitar á pat¡mtizar en 
el terreno constitucional, Jo débil é insostenible de eso~ fundamentos. 

La ejecutoria del Tribunal de Puebla, antes. de ap!Jc~r el d_e;echo, fi. 
jó los hechos controvertidos. La parte del ~r. v aldés ~e empeuo d~ran­
te el juicio civil en probar que era com~rc1antc en pianos: el Map')Stra­
do después de analizaL' las pruebas y tlSt1mar los alegatos de los ht1gan­
tes declaró que el Sr·. Ramlrez no era comerciante eu pianos, y que el 
<JU; es objeto del pleito, fué adquirido poi· él ele !os Sres. ~Ya.gner f Le­
vien, bajo la expresa condición de no poder enaJenarlo, smo cuanao es­
tuviera pa.,.ada la totalidad del precio; y consecuente .con esa declara• 
ción, aplicó los artlculos relativos ii contratos condiciona.les y venta de. 
cosa ajena. . . 

Pero el quejoso, que no se c~nfor~1a con ese fallo eJecut?r1ado_, ha ve­
nido á los tribunales federl\les a decir que la. ley se ha aphcado mexac­
tamentP. al hecho, porque no es éste como el l\fagisétado lo definió, sino 
como él cree haberlo probado. Basta saber esto para comprender esta­
verdad: lo que el quejoso pretende en último análisis, no es que se apli­
que la· ley al hecho tal como está ya juzgado, sino que por la vía de am · 
pRro se nltere la naturaleza jurídica de ese ht-cho y se le aplique otra.. 
iev. En otros términos: nó se trata de la inexacta aplicación de la ley á . 
uñ hecho fijado ya por una ejecutoria, sino que se quiere que el_ Tl'ibu­
ual federal cambie la cosa juzgada, y de esto venga la necesidad de 
aplicar nueva lev. · 

¿Esto es posible? No, evidentemente: tal pretensión daría. el golpe de 
grncia á la máxima de: «res judicata pro veritate habetur.• Yo creo que 
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en ningún caso es licito á los tribunales federales alterar la natmalcza 
jurídica de los hecho.~ juzgados, ni revocat· las declaraciones que los jue• 
ces loc1tles hagan sobre ella. Discutir este punto, seria ajeno de este lu­
gar:1para mi propó~ito hoy, basta hacer notar que el primer fuudamen• 
to del amparo no sostiene la demanda, porque no sé pide que á cierto 
hecho fijo é indiscutible ya, supuesta la ejecutoria, se Je aplique uria le,v 
que lo resuelva exactamente, sino que.se quiere que ese hecho se deti­
na y caracterice de otro modo, pa-ra que asi resulte inadecuada la ley 
que el Magistrado le aplicó. 

La recusación aJeg·ada como segundo fundamento del amparo, ha dad<1 
lugar á larguísima dis~usión entre las partes en el juicio civil, y á .ex­
tensos alegatos del queJoso en el amparo. Se ha hablado sobre si es unu 
ley de 1828 ú otra de 1857 la que en Puebla detern:iina si la recusación 
es admisible ó no después de la citación ·para· sentencia: en la primera 
instancia, los abogadoH de los Sres. Ramirez y Rosales citaron en apoyo 
de la no admisión de ese recurso, en ese estado del juicio, hasfa las opi­
niones de Ace,·cdo, de Caravantés y del conde de la Cañada; en. la se­
gunda instancia, en una recusllción semejante á la de la primera, ya so. 
sostiene otra cosa. Yuelvo á decir qüe creo que para mi es terreno ve­
dado la discusión de las cuestiones civiles que pertenecen á los tribuna­
les locales, y no diré yo si el l\fag·istrado infringió ó no las leyes de pro­
cedimientos, ni si está vigente la ley del 1iño de 1828, ó si la derogó la 
de 1857. Es suficiente· á mi objeto, y con ello cumplQ los deberes de fon­
cionario federal, el llamar la atención sobre este punto, confesádo pol' 
el quejoso mismo: en la legi.~lación de Puebla no hay ·una ley qice exac­
ta y te1·rninantemente defina si la rccnsación debe ó no admitü-se des­
pués de la citación para .~entencia. Y digo que esto lo ha confesatio1 
porque aun concediéndole que esté derogada la ley de 1828, cosa que su 
colitig·ante y e~ Magistrado niegan, por el simple hecho de citar la opi- , 
nión de AceYecto, está manifestado que falta esa ley precisa y exacta 
ql!e la doctrina de Acerndo supl~. 

Leyendo cuanto sobre la cuestión de recusación se ha dicho, ·se ad• 
quiere el evidente convencimiento de que esa ne+ es cuestión de aplica­
ción exacta de l(l ley, sino por el contrario, de mterpn,tación de leyes 
que no se ocupan exactamente del caso, interpretación que el mismo 
quejoso hace hasta recurriendo á las doctrinas de autores, que siempre 
están de sobra cuando la ley habla con precisión, que no tiene autori,lacl 
en el sistema de la estricta aplicación de la ley. Invocándolas el quejo-• 
so, con motivo de la interpretación de unas leyes ,ha querido amalgamar 
dos elementos heterog~neos: la aplicación estii~ta y la interpretación 
doctrinal de la ley. · A estos absurdos conduce la desviación de los pi-in­
cipios. ' 

Por las- breves pero decisivas consideraciones que acabo de presen• 
, tar, me creo autorizado para asegurar que por el capítulo de la recusa­

ción no cabe el amparo, porque no se trata de la aplicación eJacta de 
una ley, _sino por el contrario, de la interpretación de varias leyes que . 
no define11 exactamente, con ex~pción de la de· 1828, que el quejoso no 
reconoce, el caso de,si la recusación es admisible la víspera de la pu-
blicación de la sentencia. . . 

El tercer fundamento de la demanda de amparo flaquea por ·1os mis­
mos motivos. En los recursos de nulidad y denegada nulidad,· se ha 
tratado por el mismo quejoso de la interpretación de una ley, precisa­
mente por falta de la que exactamente defina el caso. El Magistrado de­
negó la nulidad, porque unas leyes que cita, determina11 que en los jui­
cios verbales no se admita · afro recurHo que el de responsabil~dad. El 
quejoso no niega es.to; pero alega que el juicio verbal de qu(} se trata, 
no es el juicio verbal de que esas leyes se ócupan. Hé aquí planteada 
con to?a claridad una cuestión de interpreta~ión de leyes, cuestión que 
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no pueden resolver los tribunales f'e~erales, aunque el articulo 14 cons­
titucional tuviera la inteligeneia' más amplia posible. · 

LR discusión sobre hi denegada nulidad versó también sobre inter­
pr.etación de leyes. El Magistrado dijo que In improcedencia de ese re­
s:ur~o es una consecuencia precisa de la improcedencia del de nuJidad. 
El quejoso no tiene esa opinión, sino la de que el articulo 90 de la ley de 
1867 rs general para todos l~s juicios, aún P?r:' aquellos á qukne~ la ley 
ha quitado el recurso de nulidad. 4mbas op\moóes se han sostemdo con 
buen acopio de razones. ¿Cuál es 11!- mejor, la más fecunda? ¿Con qué 
derecho la resolvería un tribunal federal, aunque invo~ara el precepto 
constitucional sobre exacta aplicación de la ley? Este funtl11mento no ser­
vida más que para su desprestigio, porque supuesto que no hay ley que 
exactamente defina el caso, .:,cómo se invoca aquel precepto no rara 
aplicar la. ley exacta, sino la 111ás análoga al caso~ Para que el amp~ro 
por este capitulo procediern, en la hipótesis de que el precept? const1~n­
eional se entendiera amplítiímamente, seria preciso que el qneJoso tm,1e­
ra una ley que expresamente dijera: «el recurso de denegada nulidad es 
admisible aún en los juicios en que la ,ley. J1iega el de nulidad.,'. Esa ley 
no existe y creo dificil que exista, y esto basta para q~c no ha bien do ley 
e,:aeta que aplicar, no quepa d amp1tro por este c-ap1tulo. . 

Tengo que decir algo también sobre la.sentencia del Juez de Distri­
to que eencedió el amparo, r seré muy breve, porque temo ser ya mo­
lesto á los Magistrados que me escuchan. Ella llega hasta las consecuen­
cias más ahsurdas, y· por el prestigio tle los tribunales federales, ta!es 
sentencias deben ser reprobadas por la Corte. 

Esa sentencia se ocupa solo del primero y del último fundament9 de 
la demanda de atnparo. ¿Por qué no habla siquiera del segundo_? .lo lo 
ignoro enteramentt,. Esa omisión es nna falta del juez, porq~e. si la ~en­
tencia debe ser conforme cort la demanda, no queda al nrh1tno de este 
guard11r silencio sobre uno de los puntos cnpitales de ésta. Pero reputo 
nlUy leve esta falta, junto á las otras de que adolece la sentencia. 

En los co~siderandos rel~tivos á los hechos, ó hay inconciliable con­
tradicción, ó el juez reconoce que !11 venta del piano en cuestión se hizo 
bajo 111 condición de que habla la ejecutoria. Y me expreso 8.1!!, porque 
Y.ºr desgracia esos consider11ndos no están redactados ron la precisión 
deseable. ¿Quiso el juez con ellos revocar la declaración ejec~toria_da 
"obre el hecho materia del juicio? ¿Quiso alte~ar la naturaleza JUrídtca 
de' ese hecho fijado por una ejecutoria? Eso Jo llamo ~·o un atentado, 
que ningunl\ ley permite, que muchas lo prohibe.u. 

El juez dice que se ha debido examinar si Wngner y Levien transfi­
rieron.ó no el dominio del piano: que on el primer caso es inaplicable el 
articulo 2,959 y en el segundo ha debido aplicai-i,e precisamente _el ar• 
tículo 1,19:>. ¿Qué quiere decir todo e.sto? ¿Cuál es el efecto práctico de 
estas dcrh;iones? Es necesario averiguarlo. 

Aunque la- sentencia termina con las frases usuales de «La Justi~ia 
de la Unión ampara y protege, cte.,» y expresa en su pnrte resoluttva 
que el amparo se concede contra la ejecutoria, como el articulo 23 de la. 
l1•v de 20 de Enero de 1869 detenuina que el efecto de una sentencia de 
aÜ,paro. e::1 que ~e restituy11n las cosas al estado que tenían ante!I de v_io­
lnn,e la Con~titución, es para mi seguro que el efecto práctico que quiso 
rl.arse á la sentencia fué no solo revocar lii ejecutoria del Tribunal de 
Puebla, SfHO oblig.11'. á éste á que cua-ndo volviera í1 fallar el negocio, 
aplicara precisamente el artículo 1,199 del Código. Esto es no fallar el 
amparo, sino el juicio. ch·il sobre la Yenta del piano. 

Y ya se comprende lo que esto significa y todas las trascendencias 
que tiene: para 'Wag·ner y Levien eso significa haber sido condenados 
en un juicio en que no son ni fueron, partest y esto it pesar d_e las opor­
tunas advertencias del Promotor Fiscal al Juez, y á pesar de haberle 
l'uesto de manifiesto esta monstruosidad. Estos.sef1ores han per~ido sus 
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derechos de depositantes, el dominio que se reservaron en el piano, y si 
quieren recupernr ese piano rleben pa.~ar el precio al tercero que de 
buena fe lo adquil'ió. Para los tribunales de Puebla, el fallo del Juez 
federal significa la privación de su libertad, la negación de Fu concien­
cia~: In oblígación que tienen de aplicar precisamente el artículo 1,199 
citado. No se ha querido, pues, que S('. restituyan las cosas al estado que 
tenían antes de la ejecutorin, sino fallar en lo sustancial el pleito civil 
sobre el piano, coartando de tal modo la acción de los tl'ibunales loca­
les, que no pudieran ya más que aplicar el articulo 1,199. 

¿,No es esto en verdad monstruoso? 
Y todo eso lo hizo el Juez de Distrito sin tener á. la vista más que los 

autos de la primera instancia, y sin saber Jo qne en la segundn. ha pa• 
sado. 

La resolución sobre el capítulo de la nulidad no es más acertada. Re­
suelve el Jnez que «el articulo 90 de la ley de 1857 es el exactamente 
nplicable al caso, porque .do su contesto no se deduc.e que cuando no 
procede el recurso de nulidad, tampoco debe tener lugar el de <lenega• 
da.» Estos conceptos sou fuertemente contradictorio!,: ley que exnctaJ 
mente previene y resuelve un caso, y ley de donde se deduce que el caso 
estíi ó no comprendido en ella. El juez creyó que la interpretación leg.al 
es lo mismo que la aplicación literal y sin interpretación de la ley, y estos 
errores en un juez, 110 son disimulables. 

Resúruen del breve análisis que acabo de hacer de este amparo, e~: 
1 ~, en ninguno de sus tres fundamentos se trata lle aplicación exact11. de 
la ley ni hecho; en el primero se pretende desconocer la naturaleza jurí­
dica del hecho definido eh la ejecutoria; y en el segundo y tercero, la 
la cuestión versa sobre interpretación de divers,¡s leyes, que no preveen 
ni resueh·eu exactamente el caso. 2~ La sentencia no solo interpreta 
m.-1 el precepto constitucional, no solo juzga sin conocimiento de causa, 
de los hechos definidos en una ejecutoria, alterando esos hechos do un 1)10-
clo confuso y hasta contradictorio, sino que declarando que se debe apli• 
car precisamente el articulo 1,199 del Código a.l litigio sobre el piano, 
no se ha. limitado á nulificar un acto anticonsUtucional, Rino que ha fa­
llado en lo sustancial ese litig·io, imponiendo su sentencia 111 Tribunal 
de Puebla. 

De aquí y de lo que he rlicho sobre la interpretación de la segunda. 
. parte del articulo 14 de la Constitución, deduzco: 

H Que ese amparo es por completo improcedente. · 
2? Que el juez debe someterse iL juicio por su conducta en este ne­

gocio. 
Me limitaría yo solo á votar contra el amparo, y nada dil'ia sobre este 

segundo punto si se tratara solo de una mala inteligencia del preceJJto 
constitucional, disculpable en un juez supuestas las ejecutorias de l.i 
Corte; pe1·0 su pretenbión de fallar un negocio civil, su declaración (\e 
que precisamente · deben los tribunales localés 'aplicar el articulo 1,199 
en ese negocio, lo considero un caso de responsabilidad que la Corte no 
puede dejar Jl!lsar desapercibido. 

La Suprema Corte falló én estos términos este asunto, 1 

l\iéxico, veintiscis de Julio de mil ochocientos setenta y ocho.- Yis• 
tos el recurso de amparo interpuesto ante el Juzgado de Distrito del Es· 
tado de Puebla, por el C. Lic. J. Joaquín Valdés Caraveo, en represen­
tación de Antonio Rosales, contra la sentencia definith·a pronunciada 
por el presidente del Tribunal Superior de dicho Estado, en el juicio 
verbal promovido por los Si:es. Wagner y Levien, sobre reivindicación 
de un piano adquirido por el recurrente, y contra el derecho del mismo 
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Magistrado que desechó el ~·ec~rso de deneg_a~a. nulidad, con cuyos pro~ 
cedimientos cree Rosales v10lada en su per3wc10 una de las garantías 
consignadas en el articulo 14 de J.a Co1111titnción federal; por falta ele 
aplicación exacta de la ley. 

· Visto el fallo del juez ·de Distrito que otorgó el amparo, y conside-
rando: 

Que el promovente hace consistir las violaciones de la Com;tltución 
en que, interpuesta ln. recusación del presidente del Tribunal ~uperior, 
éste ordenó que se aclarara la petición, ~• sin aguardar el térmmo legal 
para que este auto surtiera sus efectos, desechó la recusación y pronun­
ció sentencia definitiva con infracción de los artículos 135 y lí4 de la. 
ley de 4 de Mayo de 1857, y en que pl'Omo\'ido el recmso de nulidad de­
negada, se ,rechazó esta. petición con funda.mentos tomados de la. le.v de 
20 de Mayo de 1828, que no está vigente en Puebla, y contrarios el ar­
ticulo 90 de la citada ley ele 4 de Mayo: 

Que aun dando por legítima la aplicación que hace el promovente de 
la segunda parte del articulo H de la ley fundamental, consta de autos 
que ninguna de las aserciones del quejoso está basada en _un texto ter­
minante de la le,, y si en interpretaciones miis ó. menos JU~tas, que la 
Corte de Justicia 'no tiene misión de calificar ni de sobreponer á. aque­
llas en que el Magistrado de Puebla apoyó sus procedimi~ntos: 

Que no habiéndose probado que la ley no se haya aplicado exacta­
mente, sino que no se ha interpretado cu el sentido que parece al pro-
movonte, no haY: violación del articulo 14: . . . 

Con arreo-lo a los al'ticulos 101 v 102 de la Conshtuc10n, se re,oca la 
sentencia del jnez de Distr¡to y se nteg·a ii Antonio Rosales el ampai:o 
i,le la justicia de la Unión. . . .' . . . . 

Devuélvanse las actuaciones al 3uez de D1str1to que las elevo a revi­
sión, acompañándole testimonio de esta sentencia para los efectos con-
siguientes: publlquese y archívesc ii su vez el T~ca. . • • 

As!, por mayoría de votos, lo decretaron los ciudadano~ Presidente r 
Magistrados que formaron ·el h'ihunal pleno de la Corte Suprema de 
Justicia de los Estados Unidos Mexicanos, y fü1naron: , 

· Ignacio L. Vallarta.-Ignacio M. Alta'lll,irano.-Ignacio _Ramfref,­
Ezequiel .Yontes.-Pedro Ogazón.-Manuel Jlas.-Antomo M.a1·tmez 
de Castro.-José Mar,a Bautista.-Juan M. Vázquez. - José llfanuel 
Saldaiía -José Eligio Muñoz.-Ped1•0,Dionisio de la Gania y Garza . 
-Em-ique Landa, secretario.--Rúbricas de todos los seíiores Ministros 
y Secretario. 

NOTA.- Lo6 tloeuntentoo relaUvoo í, este amp&roest,in publíca,los eu el DIARIO OFICIAL, corrupon-
díeute áloe tlills del 2 al 12 de .\gqeto de 1878, · 

11 


